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	Hora:
	11:45 a.m.

	Imputado:
	Paula Andrea Murcia Sánchez

	Cédula de ciudadanía No:
	30'337.371 de Pereira

	Delito:
	Tráfico de Estupefacientes

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira con funciones de conocimiento.


	Asunto:
	Se conoce de la apelación del auto interlocutorio de fecha seis (6) de marzo de 2009, por medio del cual se negó la anulación solicitada por la defensa.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día veintinueve (29) de noviembre de 2008, siendo las 10:00 horas, en el aeropuerto Matecaña de esta capital y en la sección de vuelos internacionales, fue sorprendida la señora PAULA ANDREA MURCIA SÁNCHEZ con una maleta en lona tres cremalleras, en cuyo interior existía un recipiente cilíndrico para loción, con capacidad de 100 ml., metálico, contentivo de una bolsa plástica que a su vez poseía la cantidad de 333.7 gramos de una sustancia pulverulenta que al ser examinada en laboratorio arrojó resultado positivo para cocaína.

1.2.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía solicitó la realización de las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento, ante el Juzgado de Control de Garantías; a consecuencia de las cuales: (i) se legalizó la aprehensión; (II) se atribuyó a la indiciada la comisión de un punible de Tráfico de Estupefacientes al que se contrae el artículo 376 del Código Penal, en la modalidad: "sacar del país"; cargo que la indiciada ACEPTÓ, y (iii) se impuso de medida de aseguramiento consistente en detención domiciliaria.

1.3.- Ante la aceptación de los cargos por parte de la única involucrada en este asunto, la actuación pasó al conocimiento del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, estrado judicial que llevó a cabo con fecha cuatro (4) de marzo de 2009 la audiencia de individualización de pena y sentencia, momento en el cual un nuevo apoderado de confianza solicitó de la titular la anulación de lo actuado, con fundamento en la violación al debido proceso y más concretamente al derecho de defensa técnica, por cuanto su cliente había sido mal asesorada por el abogado antecesor.

1.4.- La titular del despacho no compartió esa petición y decidió no anular, porque a su juicio la imputada había admitido los cargos de una manera libre, voluntaria y consciente. En el caso concreto se habían respetado todos los requisitos legales para llevar a buen término la culminación del acto preliminar, sin que se avizorara por parte alguna deficiencia sustancial en el asesoramiento. En esos términos, acolitó la posición fiscal en el sentido de no presentarse para este caso necesidad alguna de invalidar la actuación, muy concretamente por ausencia del requisito de trascendencia que orienta el instituto de las nulidades.

1.5.- Notificada en estrados la decisión, la defensa mostró su inconformidad con la determinación adoptada y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- El Debate

2.1.- Defensor - recurrente​

Al momento de la sustentación, el togado que impugna expone en pro de su tesis:

- Aunque no existe norma expresa al respecto, la jurisprudencia se ha encargado de delimitar las circunstancias por las cuales se puede presentar una indebida defensa técnica, entre ellas: (i) dejar de realizar actos sustanciales en la labor; (ii) ausencia de razonamientos que coincidan con lo fáctico y lo jurídico; (iii) no efectuar actuaciones más favorables al reo; (iv) ejecutar actitudes evidentemente perjudiciales (erradas interpretaciones); y (v) falta de consejo sabio y oportuno. Añade que basta probar una de esas causales para que se considere configurada la causal de falta de defensa técnica.
- Su representada se decidió a admitir los cargos formulados por el consejo de su primer apoderado; empero, este profesional al momento de controvertir la necesidad de una medida de detención intramural, adujo que a ella se le debía dejar en su domicilio porque desde allí podría ayudar a descubrir a los autores del ilícito, con lo cual, el togado incurrió en una abierta contradicción judicial, puesto que puso a confesar a su cliente pero a la vez le aseguró a la juez que los responsables fueron otros. Considera que se obró de una manera irracional en la táctica defensiva y esto debe dar lugar a invalidar el procedimiento.
- En la misma audiencia preliminar y con el fin de justificar esa medida de detención en casa, el profesional del derecho propone que su procurada renuncie a guardar silencio, pero ella se negó a hablar por temor a salir perjudicada.

- Finalmente, el abogado le aconsejó a PAULA ANDREA que saliera del país, no obstante la prohibición legal que existía al respecto, de suerte que le propuso algo que le podía acarrear problemas.

En esos términos, asegura que su protegida obtuvo un inmerecido perjuicio por el mal asesoramiento del apoderado y merece en consecuencia que el caso se anule para que pueda optar por una alternativa diferente a la de admitir irracionalmente los cargos.

2.2.- Fiscal - no recurrente

Se opone rotundamente a la nulidad porque estima que en el presente asunto se respetaron todos los cánones procesales sin menoscabar de ningún modo los derechos fundamentales que le asisten a la imputada.

Ella estuvo debidamente asesorada por su abogado, y por parte de la Fiscalía y del mismo despacho de Control de Garantías se le hizo sabedora de las consecuencias que le generaba la admisión unilateral de los cargos; en consecuencia, no puede alegar desconocimiento acerca de lo sustancial del trámite para efectos de que se rehaga para tomar alguna otra determinación como es lo que aquí se pretende.

Recuerda que se trató de una aprehensión en flagrancia y en tales condiciones se procedió a imprimirle el trámite de rigor que en estos casos corresponde, a consecuencia de lo cual el apoderado logró que a su procurada se le concediera el beneficio de la detención domiciliaria, razón por la cual no se puede asegurar que hubo ausencia de actividad por parte del primer defensor.

Le preocupa que haga carrera ante los estrados judiciales el hecho de que un nuevo apoderado haga tabla rasa con lo transcurrido y se dedique a criticar la labor realizada por quien lo precedió en la labor. Se trata de argumentos sofísticos que a lo único que conducen es a dejar en claro que el deseo final de la defensa es lograr una retractación que está legalmente prohibida.

En fin, por carencia de fundamentos atendibles, solicita se resuelva desfavorable la pretensión del letrado recurrente.

3.- La Decisión

Debe decirse desde ya, que el trámite conferido al caso singular, en su estructura, se acomoda a las previsiones normativas, como quiera que son las propias del devenir de una aceptación de cargos; en ese sentido no se detecta vicio alguno que contravenga el dispositivo 29 Superior. Por demás, tanto la Juez de conocimiento como este Tribunal, son competentes para decidir acerca de la infracción penal a la cual se contrae el informativo.

El tema central de esta confrontación argumentativa, radica en la violación al derecho a tener una asistencia técnica, como situación que supuestamente perjudicó a la imputada MURCIA SÁNCHEZ en el caso concreto.

El planteamiento tuvo lugar por el cambio de apoderado judicial, ocupándose el último de atacar la forma de proceder de su antecesor, por cuanto no asesoró en debida forma a su cliente y esto la llevó a aceptar en forma indebida los cargos formulados.

El tema de discusión que en esos términos se nos propone, no está vedado, por supuesto a las terminaciones anormales por allanamiento. Ni tampoco se excluyen de él los recientes postulados jurisprudenciales en torno a que la defensa técnica debe cumplir un papel protagónico en el actual sistema acusatorio (casación 27283, 1°-agosto-07), más concretamente cuando advertimos que la participación del defensor es por esencia antagónica en el sistema de tendencia adversaria) y no existe un deber de investigación integral por parte de la Fiscalía.

No podemos perder de vista para la decisión que nos corresponde adoptar, que cuando se presenta un allanamiento a cargos éste no se hace a discreción del defensor. El esquema procesal está diseñado para que sea directamente el imputado quien tome parte activa en ese ejercicio dialéctico. No comprenderlo así, implica una infracción flagrante a la regla según la cual: el sujeto pasivo de la acción penal tiene derecho a participar de manera personal en la resolución del conflicto social que lo compromete.

Recordemos que para que un Juez pueda dar cabida a la admisión de la imputación, debe y tiene que ser el directo indiciado quien haga esa manifestación de viva, voz; luego entonces, quien en últimas decide declinar el derecho a la contradicción es el propio procesado con la defensa material de la cual es titular y no precisamente la defensa técnica con su papel asesor.

Ahora, es obvio que el defensor público o de confianza cumple papel preponderante al orientar e informar jurídicamente a su cliente en orden a aconsejarle qué es lo más conveniente a su caso; empero, se trata de una actuación compleja, puesto que tanto la Fiscalía como finalmente el Juez de Control, están en la obligación de expresarle, incluso en forma reiterativa para que no quede duda al respecto, en cuanto a qué clase de cargos son los formulados y las consecuencias jurídicas de esa aceptación.

Podríamos decir que la decisión acerca de si se acoge o no la imputación, es una determinación de conveniencia estratégica y allí tiene en verdad una buena dosis de injerencia la participación del abogado; empero, ello es diferente a decir que la imputada no supiera de qué se estaba tratando, en qué términos se le estaba haciendo la acusación, pues no sólo se le hicieron saber los hechos, sino que, como bien lo dijo el Juez a quo, no hay razón para dudar que PAULA MURCIA fuera consciente de las consecuencias de lo que estaba admitiendo.

No estamos en presencia de un tipo penal -complejo, que pudiera llevar a confusiones en cuanto a su estructuración fáctica, en consecuencia, y habida consideración a la forma como se adelantó el acto público preliminar, el Tribunal aprecia, una vez examinados los registros correspondientes, que la señora MURCIA SÁNCHEZ tuvo claro con la participación de los entes judiciales, en qué consistía el reproche que se le estaba atribuyendo y lo aceptó en forma libre, consciente, voluntaria y copiosamente informada de sus efectos. Sus palabras textuales fueron: "sí entiendo"; además, la jueza de control fue enfática y persistente al explicarle que: "era ella y nadie más quien debía decidir si aceptaba o no", y que: "a partir de ese momento no podrá retractarse de la aceptación, ni alegar a su favor que no comprendía lo que se le estaba explicando"

Ante semejante panorama, no cabe pretender confusión alguna de su parte y se considera un despropósito, incluso una deslealtad procesal para con la contraparte y demás intervinientes, pretender desconocer lo públicamente realizado.

Ahora, tampoco cabe decir que el allanamiento a los cargos le fue perjudicial y que de seguro le habría sido más conveniente no aceptar para irse a una confrontación en juicio, como queriéndose significar que el profesional que tuvo a su cargo la defensa inicial, se equivocó tajantemente al recomendar a su procurada la admisión integral de los cargos.

Si se repasa lo fáctico, se hallará que la presentación oficial de los mismos no estaba huérfana de elementos de convicción, tanto acerca de la comisión del hecho, como de la participación de la indiciada en el mismo. El hallazgo en su equipaje de un empaque de loción contentiva de sustancia estupefaciente en cantidad considerable (333.7 gramos de cocaína), constituía un principio probatorio que compromete seriamente y requería un esfuerzo defensivo importante si se quería lograr un resultado favorable en un eventual debate público.

Tan productiva fue la labor defensiva del apoderado antecesor, que logró convencer con su argumentación para que a su protegida le fuera concedida la detención domiciliaria en vez de la intramural. Además, por parte alguna se observa, como se insinúa en el recurso, que los planteamientos esbozados para lograrlo sean abiertamente contradictorios con la admisión de los cargos.

Una revisión detenida de los registros enseña, que el apoderado expuso que su protegida podría colaborar con la administración de justicia si se le permitía retornar a su lugar de residencia, pues desde allí ayudaría eficazmente a identificar a la o las personas que se hicieron presentes en un vehículo de determinadas características para hacerle entrega del elemento incautado posteriormente por las autoridades aeroportuarias.

Y si eso fue así,- no significa a su vez, necesariamente, que ella ignorara cuál era el verdadero contenido de lo entregado o que fuera absolutamente ajena al hecho delictivo. De lo uno no se extrae indefectiblemente lo otro. Siendo ella corresponsable en el ilícito, bien pudo posteriormente prestar una colaboración efectiva a las autoridades con el fin de obtener los beneficios que la ley le concede. En cuyo caso, no estaríamos ante una actitud exótica o inexplicable, antes bien, correspondería al querer del legislador que las personas incursas en comportamientos desviados reciban beneficios tangibles en caso de cooperar en el desmantelamiento de bandas criminales. Y si ese es el querer de la acusada, bienvenido sea.

De consuno con la señora fiscal y la juez de instancia, esta corporación encuentra que no se cumple con el requisito de trascendencia que orienta las nulidades, dado que no se justifica aniquilar un procedimiento que se estima ajustado a derecho, en aras de pretender esclarecer una confusión inexistente.

Por lo dicho, la determinación adoptada en el juzgado de instancia será convalidada en toda su extensión.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión apelada. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


FRANCO RENGIFO MATTA
LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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